RADICACIÓN: 660013109003-2019-00123-01

ACCIONANTE: NORMA ESPERANZA MORENO LIZARAZO

ACCIONADO: COLPENSIONES

DECISIÓN: CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA JUDICIAL / TRASLADO DE RÉGIMEN PENSIONAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEFINICIÓN Y ALCANCES / NO SE PROBÓ PERJUICIO IRREMEDIABLE.
El artículo 86 Superior, en consonancia con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que a la accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto…
La acción de tutela no es por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Por manera que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional. (…)
Partiendo de los presupuestos decantados anteriormente, lo primero que debe advertir esta Colegiatura es que, efectivamente, la acción de tutela no es el mecanismo legalmente diseñado para dirimir asuntos de índole económica, ni mucho menos para efectuar reconocimientos pensionales, en otras palabras, es evidente que para este preciso caso se incumple con el requisito de subsidiariedad expuesto en precedencia, al existir otro mecanismo en la jurisdicción ordinaria laboral…
En ese sentido, vale la pena mencionar que la acción de tutela no posee esa marcada simplicidad que en este caso se busca, pues si bien, su procedimiento no es tan riguroso como algunas otras acciones que existen en la jurisdicción, ello no implica que quien acude a ella, esté exento de aportar las pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma permanente o transitoria, además de las razones por las cuales es este tipo de mecanismo, y no otro, el adecuado para los fines perseguidos.
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	Procedencia: 
	Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira

	Accionante: 
	Norma Esperanza Moreno Lizarazo

	Accionado: 
	Colpensiones

	Decisión: 
	Confirma  


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la señora NORMA ESPERANZA MORENO LIZARAZO, accionante dentro del presente asunto, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito, con ocasión de la solicitud de amparo constitucional promovida en contra de COLPENSIONES.
ANTECEDENTES:

Se tienen como relevantes los siguientes: 
· En las calendas del 8 de mayo de 2018, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, fungiendo como Ad Quem, dictó sentencia en la que decidió declarar la ineficacia del traslado de la señora Norma Esperanza al RAIS a través de la AFP Colfondos. En consecuencia, le ordenó a dicha entidad que en el término de 1 mes, contado a partir de la ejecutoria de la decisión, trasladara a Colpensiones los valores de la cuenta de ahorro individual, como saldos, cotizaciones, bonos pensionales, sumas adicionales, con sus frutos e intereses, sin descuento por el pago de las mesadas pensionales efectuadas. Además, le ordenó a Colpensiones que una vez Colfondos hiciera lo suyo, aceptara el traslado de la señora Norma Esperanza, reconociendo y pagando una pensión de vejez.
· El 26 de abril de 2019 se radicó en la AFP Colfondos una solicitud de cumplimiento de la sentencia judicial. Al no obtener ninguna respuesta, se reiteró dicha petición el 22 de mayo de 2019, consiguiendo resultados infructuosos. 
· Así mismo, el 3 de mayo de 2019 se presentó ante Colpensiones una solicitud de cumplimiento de la sentencia, a lo que dicha entidad respondió mediante oficio del 3 de septiembre de 2019, que contaba con el término de 10 meses para dar cumplimiento a la sentencia, además, que ya había procedido con la afiliación de la señora Norma Esperanza de manera exitosa, pese a lo cual la AFP Colfondos no había realizado el traslado de los aportes, aun cuando en dos oportunidades se le ofició para que lo hiciera. 
· Aun cuando no se ha dado cumplimiento a la sentencia de marras, desde el 1º de agosto de 2019 Colfondos suspendió a la actora la mesada pensional que venía percibiendo, menoscabando así su derecho al mínimo vital. 
PRETENSIONES:

De acuerdo con los hechos narrados en precedencia, la accionante elevó las siguientes pretensiones: 

“PRIMERA: TUTELAR los derechos constitucionales fundamentales a la AL MINIMO VITAL, A LA VIDA EN CONDICIONES DIGNAS, INTEGRIDAD PERSONAL, A LA SALUD, A LA SEGURIDAD SOCIAL, A LA IGUALDAD, AL DEBIDO PROCESO, DERECHOS ADQUIRIDOS, PROTECCION A LAS PERSONAS DE LA TERCERA EDAD y AL DERECHO DE PETICION, entre otros a mi favor (NORMA ESPERANZA MORENO LIZARAZO), vulnerados por parte de COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS y la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES.

SEGUNDA: En virtud a lo anterior, se le ORDENE a COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS, que dentro del término improrrogable de cuarenta (48) horas contados a partir de la notificación del presente fallo dé cumplimiento al fallo judicial proferido por la SALA LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA, el pasado 24 de enero de 2018, en el proceso bajo el radicado 66001-31-05-003-2017-00327-01, en el que funjo como demandante.
TERCERA: Como consecuencia de lo anterior, se le Ordene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES dé cumplimiento al fallo judicial proferido a mi favor tan pronto la AFP COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS, proceda a efectuar el traslado de los aportes conforme se ordenó en la sentencia judicial proferida.

CUARTA: Así mismo le solicito respetuosamente al Juez Constitucional se le ORDENE a la AFP COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS, reanude el pago de la mesadas pensiónales a mi favor, a partir de la fecha en que suspendió el respectivo pago y se disponga a pagar el retroactivo de las mesadas dejadas de pagar, con sus correspondientes intereses moratorios mismos que nacen de esta obligación, lo anterior hasta tanto COLPENSIONES de cumplimiento a la sentencia judicial que en derecho corresponde.

QUINTA: Le solicito al juez de tutela que le ORDENE a COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS, que dentro de las 48 horas hábiles siguiente a este proveído de respuesta de fondo, clara y congruente a las solicitudes radicadas ante la entidad el pasado 22 de mayo de 2019, por mi apoderado judicial y las radicadas por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, el 09 de agosto de 2019 y el 26 de agosto de la misma anualidad.”.
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira admitió la acción mediante auto del 8 de noviembre de 2019, a través del cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las AFP Colpensiones y Colfondos para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.
Dentro del término concedido por el Despacho ambas entidades ejercieron sus derechos en los siguientes términos: 

Colpensiones mencionó inicialmente que la accionante ya había promovido acción de tutela por hechos similares, la cual fue conocida por parte del Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Pereira, en la cual se amparó su derecho fundamental de petición; de allí que esa entidad resolviera de fondo la solicitud presentada por la accionante, contestándole, entre otras cosas, que para poder dar cumplimiento a la sentencia ordinaria labora, era necesario que la AFP Colfondos trasladara los aportes a esa entidad, cosa que aún no había hecho. 
Colfondos, por su parte, propuso cinco excepciones a la tutela: i) que la misma desconoce el principio del Juez Natural, ii) que el conflicto que se plantea es de orden legal y no constitucional, iii) que la accionante no acreditó la procedencia de la tutela como mecanismo transitorio, iv) que no existe vulneración a los derechos fundamentales reclamados, y v) que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela. 

Más adelante, argumentó que estaba realizando los trámites administrativos para dar cumplimiento a la sentencia.  

Efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento profirió sentencia en las calendas del 25 de noviembre de 2019, por medio de la cual tuteló el derecho fundamental de petición de la señora Norma Esperanza Moreno Lizarazo, en consecuencia, le ordenó a la AFP Colfondos que en el término de 2 días hábiles, contados a partir de la notificación de la decisión, diera respuesta de fondo, clara y precisa a la solicitud radicada desde el 3 de abril de 2019, reiterada el 22 de mayo de 2019, en la que solicitaba el cumplimiento de una sentencia ordinaria laboral. 
Además, el A Quo se abstuvo de conceder los demás derechos invocados por la actora, encaminados específicamente a que se reanude el pago de sus mesadas pensionales, dado que en criterio del Juez, el escenario propicio para elevar ese tipo de solicitudes es el ordinario laboral, máxime cuando la actora no acreditó la existencia de un perjuicio irremediable. 
Para efectos de proferir una decisión en tal sentido, el Despacho de primer nivel enfatizó que la entidad demandada ha sido renuente en dar cumplimiento a los lineamientos que se le impusieron dentro del proceso ordinario laboral en el cual resultó vencida, pese a que en el mismo se le había concedido el término de un mes, contado a partir de la fecha en la cual se radicara la respectiva cuenta de cobro, para su materialización, término que ya transcurrió sin que hubiera sido posible obtener una respuesta positiva. 

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la decisión de instancia, la accionante presentó en término un escrito mediante el cual la impugnó. 

Su discrepancia está relacionada con lo consignado en el numeral segundo de la parte resolutiva de la sentencia, que se abstuvo de tutelar los derechos fundamentales de la actora, diferentes al de petición, al precisar que no se cumplía con el requisito de subsidiariedad. Para la libelista, dicha apreciación efectuada por el A Quo estuvo errada, porque con ella se desconoció el precedente jurisprudencial que hace referencia a la protección de los derechos de las personas que son sujetos de especial protección, como las personas de la tercera edad, grupo poblacional dentro del cual Ella se encuentra incluida. 

Expuso que se encuentra en riesgo de sufrir un perjuicio irremediable, y que la decisión recurrida es irresponsable, discriminatoria y superficial frente a una persona que cuenta con 63 años de edad, que no tiene trabajo ni se encuentra capacitada para trabajar.
Explicó que según el criterio de la Corte Constitucional, aun ante la existencia de otras vías judiciales, hay algunas situaciones en las que es posible impetrar la acción constitucional para lograr reconocimientos de índole prestacional, cuando por la inminencia, urgencia y gravedad de la situación, se hace imposible postergar la presentación de la acción constitucional para evitar un perjuicio irremediable, circunstancias que corresponde analizar, evaluar y verificar al juez de tutela en cada caso.
Pidió en consecuencia que se acceda a lo peticionado en el libelo introductorio y se reconozca por lo menos el reconocimiento transitorio de la prestación económica deprecada hasta que las entidades le den cumplimiento a la sentencia judicial.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma la señora Moreno Lizarazo, la decisión de primer nivel no debió circunscribirse al amparo de su derecho fundamental de petición, sino que debió tutelar las demás garantías constitucionales invocadas, ordenando de manera transitoria el reconocimiento de su pensión de vejez, conforme a lo ordenado en una sentencia ordinaria laboral. 
3. Solución:  

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de alguna autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Constitución, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación se concentra en el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel, que negó el amparo a los derechos invocados en aquello que tenía que ver con el reconocimiento de unas prestaciones económicas derivadas de una pensión de vejez, al precisar básicamente que en el caso de la accionante se incumple el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela.
De conformidad con lo anterior, sea lo primero recordar que si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, ésta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. En consecuencia, siempre es necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.

Sobre la procedibilidad de la tutela:

El artículo 86 Superior, en consonancia con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 
Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que a la accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. 
Frente al tema ha dicho la Corte: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 

En ese orden de ideas, el Juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados…”.

La acción de tutela no es por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Por manera que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional.
El caso concreto:

Partiendo de los presupuestos decantados anteriormente, lo primero que debe advertir esta Colegiatura es que, efectivamente, la acción de tutela no es el mecanismo legalmente diseñado para dirimir asuntos de índole económica, ni mucho menos para efectuar reconocimientos pensionales, en otras palabras, es evidente que para este preciso caso se incumple con el requisito de subsidiariedad expuesto en precedencia, al existir otro mecanismo en la jurisdicción ordinaria laboral, cual es la llamada a resolver las controversias de esta índole, teniendo en cuenta que en esta acción, como bien lo indicó el Cognoscente, no se superó el test de procedibilidad, como pasa a verse: 

· La Sala no desconoce que la accionante sea un sujeto de especial protección constitucional; sin embargo, ello no se traduce en que la jurisdicción constitucional esté facultada, bajo dicho argumento, para otorgarle derechos omnímodos a las personas que hacen parte de este grupo poblacional, o que esto incida para obtener una respuesta favorable a cuanta solicitud se presente ante las autoridades. 
Lo anterior quiere decir que el factor de “edad”, aunque flexibilice el análisis de procedibilidad de la acción de tutela, no se convierte, per se, bajo el pretexto de ser un sujeto de especial protección constitucional, en una carta blanca para acceder a cualquier tipo de solicitud que deliberadamente impetre quien ostenta esa calidad, sino que es necesario que concurran otros factores como el perjuicio irremediable que se determina cuando se logre demostrar que las medidas requeridas para conjurar el supuesto menoscabo en los derechos fundamentales sean inminentes, urgentes e impostergables
. 

· Los conflictos de orden laboral, o aquellos relacionados con el sistema de seguridad social integral, tienen dispuesta una jurisdicción especial, que es la ordinaria laboral, la cual está diseñada para zanjar este tipo de asuntos de primera mano, tornándose en la vía natural, a la que por regla general, debe acudir quien pretenda controvertir una decisión de la administración de esta naturaleza.   
En ese sentido, vale la pena mencionar que la acción de tutela no posee esa marcada simplicidad que en este caso se busca, pues si bien, su procedimiento no es tan riguroso como algunas otras acciones que existen en la jurisdicción, ello no implica que quien acude a ella, esté exento de aportar las pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma permanente o transitoria, además de las razones por las cuales es este tipo de mecanismo, y no otro, el adecuado para los fines perseguidos.
Además, debe decirse que esta Colegiatura ha sido del criterio de que no puede predicarse que por el mero hecho de la avanzada edad invocada, y de una afirmación en el sentido de que el único medio de subsistencia es la pensión que se exige, sea suficiente para acceder a lo solicitado por quien promueve la querella de amparo, pues se insiste, la regla genérica es que ese tipo de asuntos deben ser analizados por la vía judicial ordinaria y por ende la acción constitucional se torna improcedente.

En ese orden de ideas, se hace palmario que lo que busca la parte accionante es saltarse el debido proceso para este tipo de asuntos, a pesar de que sabe que lo que debe hacer es acudir a la vía jurisdiccional que tiene a su alcance, en vez de pretender que por medio de la tutela, en un término tan perentorio, se desate un litigio que necesariamente debe ser debatido ante las autoridades competentes. 

Se concluye que la accionante no se ubica dentro de esas hipótesis contingentes que abrirían paso a una eventual intervención por parte del Juez Constitucional, y en ese orden de ideas, resulta inviable acceder a las solicitudes deprecadas por ella, dado que a pesar de ser un mecanismo informal, y que su procedimiento no sea tan riguroso como algunas otras acciones que existen en la jurisdicción, ello no implica que quien acude a ella esté exento de aportar las pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma permanente o transitoria, además de las razones por las cuales es este tipo de mecanismo, y no otro, el adecuado para los fines perseguidos. 
Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la acción de tutela resulta improcedente, como se partió diciendo inicialmente, al no cumplirse con el requisito de subsidiariedad, ni tampoco observarse el perjuicio irremediable que hubiera permitido pasar por alto aquel; de acuerdo con ello, la decisión evaluada se habrá de confirmar.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora NORMA ESPERANZA MORENO LIZARAZO en contra de COLPENSIONES y COLFONDOS, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-030 de 2015
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